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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URÍBE
Pereira, cinco de marzo de dos mil nueve 

Acta número 0014 del 5 de marzo de 2009 

Siendo las dos y treinta minutos de la tarde de esta fecha, la Sala de Deci​sión Laboral del Tribunal Superior del Distri​to Judicial de Pereira, en asocio de la Secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de resolver la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira el 28 de noviembre de 2008, en el proceso ordinario que la señora Consuelo Correa de Yepes le promueve a la sociedad Banco de Colombia S.A.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente, tal como consta en el acta referenciada, fue discutido y aprobado por los demás integrantes de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES   

Pretende Correa de Yepes, a través de apoderada judicial, que se declare que Bancolombia S.A. sustituyó patronalmente a Conavi S.A. en el contrato de trabajo celebrado con ella; que se declare que entre la demandada y ella existió un contrato de trabajo a término indefinido, iniciado el 12 de agosto de 1996 y terminado sin justa causa por parte de la empleadora el 2 de marzo de 2007; que se declare que es beneficiaria de la convención colectiva de trabajo vigente entre la sociedad demandada y los sindicatos “Sintrabancol” y “Uneb”; que como consecuencia de las anteriores declaraciones, se condene a la accionada a cancelarle la reliquidación de sus cesantías anuales por los años 2005, 2006 y 2007, con sus respectivos intereses y primas de servicios y vacaciones, teniendo en cuenta los conceptos de incentivo de caja, alimentación y transporte, establecidos convencionalmente como salario; así mismo depreca la reliquidación de la indemnización por despido injusto en los términos establecidos en el artículo 387 de la convención colectiva de trabajo 199 (sic) – 2001, con el salario promedio por todos los conceptos recibidos; que se condene a la demandada al pago de la indemnización moratoria contemplada en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo; además solicita le sea pagado auxilio de educación por el año 2007, conforme a lo establecido en la convención; por último pide se reconozca lo que resulte probado en el proceso en virtud de las facultades extra y ultra petita y que la demandada sea condenada al pago de las costas procesales. 

Sostiene para así pedir que se vinculó por medio de contrato de trabajo indefinido con “Conavi” el 12 de agosto de 2006, cumpliendo funciones de Asesora de Captación y Caja Jornada Adicional; su horario se extendía entre las 4:00 p.m. y las 7:30 p.m. de lunes a viernes y los sábados de 8:30 a.m. a 1:00 p.m, devengando un promedio mensual de $1.064.678, remuneración integrada por un salario básico, transporte extralegal, horas extra, auxilio de alimentación e incentivo de caja; el 1° de agosto de 2005 Bancolombia S.A. absorbe a Conavi S.A., continuando la actora al servicio de la nueva entidad, con el mismo contrato suscrito con la anterior corporación; el 5 de mayo de 2006 se afilió al sindicato, cumpliendo con el pago de las respectivas cuotas hasta la terminación del contrato: fue despedida sin justa causa el 2 de marzo de 2007, liquidándosele la respectiva indemnización conforme a la Ley 789 de 2002, sin tener en cuenta lo establecido para estos casos en la convención colectiva de trabajo; tampoco le fue reconocido el auxilio educativo convencional al cual tiene derecho, toda vez que su hijo es estudiante de la Universidad El Bosque en Bogotá. 
Mediante auto del 5 de septiembre de 2007 se admitió la demanda, fl. 100, corriéndose el traslado respectivo a la entidad accionada, la que constituyó mandataria judicial que presentó escrito de contestación, fls. 116 a 123; aceptó la vinculación, la fecha y el cargo desempeñado por la actora en Conavi, su horario de labores, el valor del último salario promedio, que entre Bancolombia y Conavi se produjo una fusión por absorción y que el nexo laboral fue terminado sin justa causa; respecto a los restantes hechos manifestó que no eran ciertos o que no constituían hechos. Se opuso a las pretensiones argumentando que la cláusula convencional referente a la indemnización por despido injusto, indica que las indemnizaciones allí previstas se liquidaran conforme al numeral 4° del artículo 6° de la Ley 50 de 1990, sin embargo dicha norma fue modificada por el artículo 28 de la Ley 789 de 2002, desapareciendo con ello la tabla indemnizatoria primigenia; afirma, en cuanto a la reliquidación de prestaciones solicitada, que el calculo realizado por la accionada se hizo sobre el valor de $1.064.678, último salario promedio devengado por la demandante. Excepcionó de fondo Inexistencia de las obligaciones reclamadas, Pago, Cobro de lo no debido, Compensación, Buena fe y Prescripción.
Ante la posición antagónica de las partes, se declaró fracasado el intento de conciliación, fl. 181; luego de surtidas otras etapas procesales, el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite con la orden de practicar las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron evacuadas en la medida de lo posible.

Agotado el debate probatorio, se convocó para audiencia de juzgamiento el 28 de noviembre de 2008, dentro de la cual se dictó la respectiva sentencia, fls. 5 a 18, cuaderno 2; allí se declaró la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, el cual se desarrolló entre el 12 de agosto de 1996 y el 2 de marzo de 2007, procediendo el a quo a condenar a la demandada al pago de cesantías, sus intereses, prima de servicios, vacaciones e indemnización por despido injusto; declaró probada parcialmente la excepción de pago, absolvió de las demás pretensiones y condenó en costas a la parte vencida en un 50%. 
Inconformes con tal decisión, apelaron las apoderadas de las partes; la demandada, fl. 21, manifestó respecto a la reliquidación de cesantías, sus intereses, prima de servicios y vacaciones que dicho conceptos fueron liquidados correctamente en su momento, conforme a la ley y a la convención colectiva de trabajo; en cuanto a la reliquidación de la indemnización por despido injusto, afirmó que para la fecha de suscripción del acuerdo convencional se encontraba vigente el artículo 6° de la Ley 50 de 1990, el cual fue modificado por el 28 de la Ley 789 de 2002, desapareciendo la tabla de indemnización primigenia.
Por su parte, la accionante, fl. 24, afirma que para absolver respecto de la indemnización moratoria, solo procede la buena fe patronal, encontrándose en el proceso que, al contrario, Bancolombia ha actuado de mala fe, toda vez que afirma que no le consta que la actora estuviese afiliada al sindicato, para posteriormente, en oficio dirigido a ella, afirmar que sobre su indemnización opera el incremento estipulado en la convención colectiva vigente, además, en las planillas de pago de nomina se aprecia que a Correa de Yepes se le realizaban descuentos de cuota sindical con destino a Sintrabancol; agrega que los preceptos convencionales son bastantes claros y que no generan ninguna dificultad para su interpretación, sin que pueda alegar el banco demandado su desconocimiento, toda vez que participa en las negociaciones de la convención colectiva, amén que tiene control sobre los pagos de nomina realizados a sus empleados. Sostiene que al momento de reliquidar la indemnización por despido injusto no fueron tenidas en cuenta las primas de servicios convencionales, las cuales constituyen salario conforme a lo establecido en la página 57 de la convención colectiva de trabajo; solicita también que se acceda a la petición de auxilio de educación, pues no es obligación presentar la correspondiente solicitud, pues probó que es beneficiaria de la convención y que tiene un hijo en la universidad, y que de haberse negado el pretendido auxilio, su nombre hubiera aparecido en el numeral 3° del acta número 18 del comité de educación que se encuentra en el expediente; por último, afirma que el auxilio de transporte extralegal en virtud del principio de favorabilidad y toda vez que fue pagado de manera permanente y periódica, constituye salario al tenor del artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo. 
Concedido el recurso, el expediente fue remitido a esta Sala, en donde a las partes se les dio el traslado de rigor, término dentro del cual la demandante se ratificó en los argumentos que expuso al sustentar su recurso; como dentro de lo actuado no se observa causal alguna de nulidad que haga írrito lo actuado se procede a resolver con fundamento en las siguientes
CONSIDERACIONES
No se debate, y por lo tanto no se hace necesario su estudio, aspectos tales como el vínculo contractual existente entre las partes, los extremos del mismo, el motivo de terminación de la relación laboral y la calidad de la actora como beneficiaria de la convención colectiva de trabajo, así como la validez de la misma, aportada al plenario a folios 226 a 347, con su respectiva nota de depósito, fl. 346.
Para resolver el asunto sometido a consideración de esta Colegiatura de una forma ordenada, inicialmente se analizaran los motivos de inconformidad de la parte demandada, para después hacer lo propio con las objeciones presentadas por la parte actora.

Manifiesta la vocera judicial de Bancolombia en su escrito, básicamente dos motivos de disenso respecto de la sentencia de primera instancia.

En primer lugar, solicita se revoque la sentencia en cuanto condenó a pagar a la demandante la reliquidación de las cesantías, sus intereses, prima de servicios y vacaciones. Para ello afirma, escuetamente, que para la liquidación de dichos conceptos se incluyeron todos los factores salariales, conforme a lo dispuesto en la ley y en la convención.

Pues bien, así como presenta la apelante su oposición a la condena por los conceptos enunciados, se entiende como no sustentada su inconformidad, toda vez que no aporta un solo argumento con la capacidad de derruir las consideraciones que condujeron al funcionario de primera instancia a emitir la condena; no explica donde radica el error del a quo, se limita simplemente la togada a afirmar, tal como lo hizo al contestar la demanda, que la liquidación realizada por la sociedad es correcta. 
Aunque en el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social no existe norma exactamente aplicable al caso, la Corte Suprema de Justicia respecto a la obligación de sustentar el recurso de apelación en materia laboral ha expresado:

“La Corte ha reiterado en varias ocasiones su posición sobre la vigencia del artículo 57 de la Ley 2ª de 1984 en lo que toca a la jurisdicción laboral.

Como se sabe, el trámite del recurso de apelación de las jurisdicciones civil, laboral y penal, fue modificado por el artículo citado, que sustituyó así y en forma independiente, no sólo el ordenamiento procesal civil, sino también el penal y el laboral. Las normas del Código de Procedimiento Civil son supletorias para los casos en que el procedimiento laboral no contemple solución expresa, pero cuando ésta existe en este ordenamiento procesal o en las disposiciones que lo modifican, directamente no le son aplicables las procedimentales civiles, dado su carácter supletorio.

Entonces, al modificarse el trámite del recurso de apelación consagrado en el artículo 57 mediante el artículo 1° numeral 169 del Decreto 2282 de 1989, modificó el trámite impuesto por el 57 de la Ley 2ª de 1984, pero sólo lo hizo para el procedimiento civil, no para el laboral que no se afectó con la modificación de las normas civiles, que como ya se dijo desde el punto de vista de la jurisdicción del trabajo, son supletorias. De lo anterior se tiene, que para efectos de la jurisdicción laboral, el trámite obligatorio para sustentar el recurso de apelación sigue siendo el señalado en el artículo 57 de la Ley 2ª de 1984". (
)
El mentado artículo 57 de la Ley 2ª de 1984 ordena:
“Artículo 57. Quien interponga el recurso de apelación en proceso civil, penal o laboral deberá sustentarlo por escrito ante el juez que haya proferido la decisión correspondiente, antes de que se venza el término para resolver la petición de apelación. Si el recurrente no sustenta la apelación en el término legal, el juez mediante auto que sólo admite el recurso de reposición, lo declarará desierto. No obstante la parte interesada podrá recurrir de hecho.

Sustentado oportunamente, se concederá el recurso y se enviará el proceso al superior para su conocimiento”. (Subrayado nuestro)
Del texto de la norma parcialmente transcrita se deduce con toda claridad que el recurso de apelación debe sustentarse, para lo cual no se exigen formas sacramentales. No obstante, es necesario que el impugnante exprese con precisión cuál es el aspecto materia de inconformidad y explique las razones que apoyan dicha discrepancia.

A través de un recurso de apelación no es factible procurar que el juez de segunda instancia haga una nueva revisión de las pruebas, con la esperanza de que de ella surja una conclusión favorable a la parte impugnante. Es obligación  señalar las razones de la inconformidad; para rebatir un cálculo matemático, no basta señalar que es incorrecto, sino que se debe argumentar por qué razón y cuál es el guarismo que en reemplazo se debe tener por cierto, por lo tanto, el primer motivo de inconformidad de la parte accionada, no será objeto de análisis por esta Sala.
Es factible concordar lo anterior con lo establecido en el artículo 66 A del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, el cual indica que “la sentencia de segunda instancia, así como la decisión de autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación”, de lo cual se colige que, efectivamente, se debe sustentar el recurso, toda vez que, como se indica en la norma, la sentencia que se emita al resolverlo deberá ser consonante con la materia del mismo, haciéndose necesario entonces el correspondiente pronunciamiento por parte del apelante, a fin de verificar la consonancia que ha de existir entre la decisión y los argumentos presentados por este. 
El segundo factor de discrepancia de la demandada respecto de la sentencia, va dirigido a rebatir la reliquidación de la indemnización por despido injusto, toda vez que considera que la forma en que se pidió y en que se liquidó por parte del a quo, no están acordes con los plasmado al respecto en la convención colectiva de trabajo; veamos que dice la norma convencional, fl. 251:

“Artículo 38.- Indemnización por despido sin justa causa. En casos de terminación unilateral por parte del BANCO de un contrato de trabajo a término indefinido, sin justa causa comprobada, se pagarán al trabajador despedido las indemnizaciones previstas en el numeral 4° del artículo 6° de la Ley 50 de 1990 …”

Es clara la norma convencional al establecer que la indemnización en casos como el presente, es equivalente a las indemnizaciones previstas en el numeral 4° del artículo 6° de la Ley 50 de 1990, lo cual quiere decir, ni más ni menos, que la liquidación a efectos de pagar una indemnización por despido sin justa causa se debe ceñir a los parámetros establecidos en la norma indicada, sin que se diga nada respecto a su aplicación o vigencia o a que ello dependerá de las modificaciones que dicha ley sufra en el tiempo.

Estima está Colegiatura, interpretando el sentido del canon convencional, que lo que se indica aquí es simplemente la forma en que se ha de liquidar la indemnización; no se puede entender que un pacto de este tipo quede supeditado al vaivén legislativo del derecho laboral; lo que se busca con una negociación colectiva es llegar a un consenso, brindando a los trabajadores beneficios superiores a los legales, de no ser así no tendría ningún objeto el suscribir una convención colectiva de trabajo. Debe recordarse además que lo así pactado es ley para las partes y entra a suplir las disposiciones legales respecto los derechos en ella plasmados, siempre y cuando no desmejoren la situación del trabajador respecto de la normas laborales que le llegasen a resultar más benéficas. 
También se debe tener en cuenta que el mencionado artículo 38 se encuentra incluido en la convención colectiva de trabajo del año 1999, y en las demás convenciones, fruto de las negociaciones colectivas correspondientes a los años 2001 - 2002, 2002 - 2003 y 2005 – 2008, se acordó, artículo 5° de la primera y 4° de las dos restantes, que “las normas de convenciones y laudos arbitrales anteriores sobre temas que no han sido incorporados a esta convención continuarán vigentes ….”; pues bien, revisadas en su integridad, no se encuentra cláusula alguna dentro de las referidas convenciones que modifique o cambie el sentido de la norma original contenida en el artículo 38 del pacto firmado en el año 1999, de lo cual se colige que se encuentra vigente y sin modificación alguna, por lo tanto el a quo aplicó la norma en la forma debida.

Decidido lo pertinente respecto de la apelación interpuesta por la demandada, procede la Sala a estudiar las objeciones presentadas por la demandante.

Presenta la actora cuatro motivos de inconformidad ante la providencia que puso fin a la primera instancia.

1 - Afirma que se debe reliquidar la indemnización por despido injusto teniendo en cuenta las primas semestrales de servicios establecidas en la convención colectiva, artículo 14, y lo enunciado en la página 57 de la misma normatividad.

Establece el mentado artículo 14 de la convención colectiva de trabajo, fl. 231:

“Prima semestral de servicios. El BANCO pagará a sus trabajadores en el mes de junio y en el mes de diciembre de cada año, como prima semestral, sesenta (60) días de salario.

En estos pagos se entiende incluida la prima legal. …”
Por su parte lo enunciado en la página 57 del compendio convencional aportado por la demandante, fl. 18, corresponde al artículo 8° de la convención colectiva de trabajo 1978 – 1980, la cual no fue aportada al infolio, por lo cual resulta imposible darle aplicación al caso concreto, toda vez que el compendio convencional antes mencionado, fl. 18, no acredita los requisitos necesarios para su validez, como si lo hacen las restantes copias de convenciones aportadas, en las cuales no figura la norma mencionada por la actora. Y por si fuera poco, ese artículo 8°, al referirse a sobreremuneraciones que hacen parte del salario, claramente lo hace respecto a recargos por trabajo suplementario, no respecto a primas de servicios convencionales.

No obstante lo anterior, la norma convencional sobre prima semestral de servicios, nada dice respecto a su connotación salarial, razón por la que se debe tener en cuenta lo establecido en el artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo, el cual, al enunciar factores que no hacen parte del salario afirma que “tampoco las prestaciones sociales de que tratan los títulos VIII y IX, ni los beneficios o auxilio habituales u ocasionales acordados convencional o contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador, cuando las partes hayan dispuesto expresamente que no constituyen salario en dinero o en especie, tales como la alimentación, habitación o vestuario, las primas extralegales, de vacaciones, de servicios o de navidad.”, de donde se deduce, contrario sensu, que si no se dispuso que no constituían salario, como ocurre en este caso, deben ser tenidos en cuenta para efectos de prestaciones y como parte integral del salario.

Ahora bien, en el transcrito canon, se dispuso que la prima semestral de servicios correspondería a 60 días de salario en junio y 60 en diciembre, para un total de 120 días en cada anualidad, teniendo en cuenta que allí se encuentra incluida la prima de servicios, la cual, al tenor del artículo 307 del Código Sustantivo del Trabajo, no es salario, llegando a la conclusión que lo que ha de tenerse en cuenta como prima extralegal para efectos salariales será equivalente a 90 días de sueldo anuales.

Establecido lo anterior, tenemos que quedó demostrado en primera instancia que la demandante laboró al servicio de la demandada entre el 12 de agosto de 1996 y el 2 de marzo de 2007, para un total de 10 años, 6 meses y 21 días.

Por otra parte, la indemnización por despido injusto pactada en el artículo 38 del acuerdo convencional, corresponde a lo previsto en el artículo 6° de la Ley 50 de 1990, es decir, 45 días de salario por el primer año de servicios, y 40 por cada año subsiguiente y proporcionalmente, aumentando lo anterior en un 60%, conforme al literal C del mentado artículo 38. Por lo tanto tenemos:

Primer año de servicios:



$399.254,50

9 años, 6 meses y 21 días (3441 días)
$3.392.182.40
Subtotal





$3.791.436.90

X 60% +





$2.274.862,14

Total reliquidación indemnización por despido injusto con inclusión de la prima de servicios convencional
$6.066.299,04
Reliquidación indemnización por 

Despido injusto primera instancia

$6.589.294,24

Total reajuste indemnización por despido

Injusto





$12.655.593,28
2- Sostiene en cuanto a la absolución por pago del auxilio educativo convencional, que para acceder a dicho beneficio se debe pertenecer al sindicato, lo cual se encuentra probado, que este asciende a la suma de $500.000, conforme al acta N° 18 del Comité de Educación que se aportó, y que su hijo estudiaba en la universidad, como se demostró. Por último, alega que no se requería de la prueba que se exige en la sentencia (haber realizado la solicitud).

Al deprecado auxilio hacen alusión, de manera muy general, los artículos 21 y 22 de la convención colectiva, fl. 238, 239, los cuales remiten a la reglamentación del Comité de Educación.

Dicho reglamento se encuentra en el cuadernillo aportado con la demanda, fl. 59 vto, 60 y 60 vto, estableciendo en su artículo 1°: “La función del Comité es estudiar, analizar las solicitudes y distribuir los dineros  que se destinan para auxilio de educación y préstamos para costos de matrícula o compra de útiles, dentro del marco establecido en la Convención Colectiva. …” 
De lo transcrito se decanta que razón le asiste al a quo al negar lo solicitado, no milita en el expediente constancia o prueba alguna de la que se pueda deducir que realmente se realizó dicho trámite, o sea, el diligenciamiento de la respectiva solicitud, para que el Comité de Educación pudiese darle el trámite pertinente.
Y si dejáramos lo anterior al margen, existe otro motivo por el cual no prosperará este pedimento. Argumenta la accionante, que está demostrada la calidad de estudiante de su hijo y que canceló la suma de $1.893.000 a la Universidad El Bosque por su primer semestre de estudios en el año de 1997, por medio del recibo de folio 16. Sin embargo dicho documento, aportado en copia simple, a pesar de ostentar el sello de la entidad bancaria, no señala el valor pagado, allí se lee en la descripción del pago, que hasta el 07 de diciembre de 2006, se pagará la suma de $1.541.000, hasta el 13, $1.617.000 y hasta el 18 del mismo mes y año, $1.693.000, es decir, ni siquiera la demandante está segura del valor que supuestamente pago, simplemente se limitó a enunciar el mayor valor que vio en el recibo y aún así lo hizo mal.

Por lo tanto, al no existir prueba de que se haya solicitado el auxilio educativo, más aún, al no existir prueba fehaciente respecto a la cantidad pagada  a la Universidad El Bosque, no se fulminará condena por esta pretensión.
3- Sostiene la accionante, que en virtud del principio de favorabilidad, al ser el auxilio de transporte convencional una prestación extralegal de carácter permanente y periódica, siendo, conforme al artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo salario, debió ser objeto de efectos reliquidatorios.
Entiende esta Sala, que lo planteado por la recurrente es la inclusión del valor del auxilio de transporte extralegal en la liquidación de los conceptos expuestos en el numeral 4° del acápite de pretensiones de la demanda, fl. 4, es decir, las cesantías, sus intereses, las primas de servicios y vacaciones por los años 2005, 2006 y 2007.
Dicho auxilio de transporte extralegal, se encuentra establecido en los artículos 35, 25, 21 y 22 de las convenciones colectivas de trabajo firmadas en los años 1999, 2001, 2003 y 2005, equivalente en su cuantía al auxilio de transporte legal y, de acuerdo a la convención colectiva vigente entre los años 2005 a 2008, pagadero a los empleados que durante el primer año de vigencia devengaran menos de $1.422.421, aumentado conforme al IPC total nacional en los años subsiguientes; teniendo en cuenta que la accionante devengó como último salario la suma de $1.064.678, tenemos que era acreedora de dicho beneficio, amén que así se corrobora en el documento de folio 188, expedido por la propia demandada.

Ahora, conforme a los argumentos esbozados respecto al artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo, al referirnos a la prima de servicios extralegal, y teniendo en cuenta que se trata de un pago que se realizaba habitualmente y respecto del cual no se pactó expresamente que no constituía remuneración, tenemos que efectivamente era un factor salarial, y como tal debió ser incluido en la liquidación de las deprecadas prestaciones, lo cual no se hizo, conforme a lo expresado en primera instancia y a la aceptación que de ello hace la accionada al dar respuesta al hecho 3° de la demanda, fl. 116.
Visto lo anterior, es viable acceder a lo pretendido, sin embargo, solicita la actora, se tenga en cuenta el auxilio de transporte extralegal para la reliquidación de cesantías, intereses a las mismas, primas de servicios y cesantías, correspondientes a los años 2005, 2006 y 2007, no siendo posible hacerlo por dichos periodos, toda vez que es la misma actora quien afirma en el hecho 6° de la demanda, fl. 2, que se afilió al sindicato el 5 de mayo de 2006, por lo que la reliquidación solicitada es procedente, pero solo a partir de dicha calenda, desde la cual se vio cobijada por las prerrogativas establecidas en la convención colectiva de trabajo. Además, recuérdese que para efectos de liquidar vacaciones, no puede ser tenido en cuenta el auxilio de transporte, por lo tanto tenemos:

Periodo a reliquidar:

5 de mayo de 2006 a 2 de marzo de 2007

Vr. auxilio de transporte 2006:
$47.700
Vr. auxilio de transporte 2007:
$50.800

Cesantías.

2006 (235 días):



$31.137,50

2007 (62 días)



$8.748,88

Total cesantías 



$39.886,38

Total reliquidación cesantías
primera instancia



$215.004,74
Total reajuste cesantías

$254.891,12
Intereses a las cesantías.

2006:





$2.439.09

2007:





$180.81

Total intereses cesantías:

$2.619.90

Total reliquidación intereses a las 
cesantías primera instancia

$20.812,03 


Total reajuste intereses a las 
cesantías




$23.431,93
Primas de servicios. (Legal y convencional)
Primer semestre 2006:


$29.150

Segundo semestre 2006:

$95.400

Primer semestre 2007:


$34.995.55

Total reliquidación primas

de servicios




$159.545.55
Total reliquidación primas de  

servicios primera instancia

$215.004,74

Total reajuste primas de 
servicios 




$374.550,29
4- Por último, depreca se revoque la condena de primera instancia, respecto de la absolución que de la indemnización moratoria fue objeto la accionada. Para ello manifiesta que solo la buen fe patronal exonera de la sanción por mora, ocurriendo precisamente lo contrario en este caso; indica que dicha mala fe, se deduce de la forma en que Bancolombia trató de ocultar sus obligaciones en detrimento de los derechos de la trabajadora; al contestar la demanda afirmó que no le constaba la afiliación de la actora al sindicato, para después, en respuesta a su reclamación hacer alusión a que le fue pagada la indemnización conforme al incremento estipulado en la convención; agrega que no basta con que a lo largo de la actuación se afirme por parte de la demandada que liquidó y pagó correctamente a la demandante a través de todo la relación laboral sus prestaciones, al igual que su liquidación.

Para esta Corporación el actuar de Bancolombia en el asunto que ocupa nuestra atención, no estuvo revestido de buena fe como para ser exonerado de la sanción por no pago o moratoria.
Dentro de este proceso manifestó tozudamente que la liquidación de la actora y el pago de sus prestaciones durante la relación laboral habían sido realizadas correctamente, apegándose a la ley; sin embargo se vislumbró una realidad probatoria muy diferente, la convención colectiva de trabajo en la cual se apoyaron los pedimentos de la actora era muy clara al señalar que auxilios tales como el de alimentación y de caja constituían factor salarial, sin que se prestasen los cánones convencionales para interpretación alguna de donde se pudiera derivar algún error involuntario en ello por parte de la demandada.

Pagó a la demandante su indemnización por despido injusto como a bien tuvo, pasando por alto mandamientos emanados del pacto signado con sus trabajadores a través de la convención colectiva de trabajo, así mismo desconoció, como ya se afirmó, el pago de las prestaciones a la accionante con inclusión de factores salariales muy claros, obligando a que la señora Correa de Yepes tuviese que acudir al aparato jurisdiccional para lograr la satisfacción de sus derechos, ocasionando, además, el injustificado desgaste del mismo.

Tampoco es viable afirmar que se presentó algún tipo de confusión al aplicar las normas convencionales, pues, aparte de ser muy claras las estipulaciones contenidas en la convención, no es creíble que una entidad de la magnitud de Bancolombia, no cuente entre sus empleados con profesionales capacitados en el manejo de su recurso humano, amén de la experiencia que dicha entidad debe tener como generadora de empleo y en el manejo de asuntos sindicales y convencionales, deduciéndose que hace muchos años debe tener decantado a que tienen y a que no tienen derecho las personas que prestan sus servicios para ella. 
Conforme a lo anterior, se accederá a la condena por indemnización por no pago o moratoria, conforme a los lineamientos del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo; por lo tanto, teniendo en cuenta que el último salario promedio devengado por la demandada ascendía a $1.064.678 y que la relación laboral culminó el 2 de marzo de 2007, se condenará a la sociedad accionada a pagar a la actora la suma de $35.489,26 diarios, desde el 3 de marzo de 2007 hasta el 2 de marzo de 2009, a partir del día siguiente y hasta que se verifique la satisfacción total de la obligación, intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Bancaria, sobre el valor de la condena correspondiente.
Costas en esta instancia, a cargo de la demandada en un ochenta por ciento (80%)
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal segundo de la sentencia de primera instancia, en el sentido de condenar a Bancolombia S.A. a pagar a la señora Consuelo Correa de Yepes las siguientes sumas de dinero por concepto de reajuste de:

Cesantías:




$254.891,12




Intereses a las cesantías:

$23.431,93
Prima de servicios:


$374.550,29
Vacaciones:



$107.502.37

Indemnización por despido injusto:
$12.655.593,28

SEGUNDO: CONDENAR a la sociedad Bancolombia S.A. a pagar a la señora Consuelo Correa de Yepes por concepto de indemnización por no pago o moratoria, la suma de treinta y cinco mil cuatrocientos ochenta y nueve pesos con veintiséis centavos ($35.489,26) diarios, a partir del 3 de marzo de 2007 y hasta el 2 de marzo de 2009, y desde el día siguiente, cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Bancaria, sobre el valor de la condena.

TERCERO: CONDENAR en costas procesales de primera instancia a la sociedad demandada en un 80%.
Costas por la actuación en esta Sede a cargo de la demandada en un ochenta por ciento (80%) 

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria
[�]. CSJ. Cas. Laboral, sentencia de septiembre 5 de 1994. Rad. Rad. 6481 M.P. Ramón Zúñiga Valverde





